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contra defensores/as derechos humanos, movimientos sociales o movimientos políticos, o 
que amenacen o atenten contra las personas que participen en la implementación de los 
Acuerdos y construcción de la paz, incluyendo las organizaciones criminales que hayan 
sido denominadas como sucesoras del paramilitarismo y sus redes de apoyo”.

Que mediante el Decreto Ley 895 de 2017, “por el cual se crea el Sistema Integral de 
Seguridad para el Ejercicio de la Política”, se desarrollaron los puntos 2.1.2.1., 2.1.2.2. y 
3.4.7. del Acuerdo Final, en cuyo artículo 14 se dispone la creación del Programa Integral 
de Seguridad para las comunidades y organizaciones en los territorios.

Que el Ministro del Interior expidió la Resolución 1085 de 2015 con el in de reglamentar 
el programa de prevención y protección que ese Ministerio coordina en lo atinente a la ruta 
de protección colectiva. Mediante Auto 373 de 2016, la Corte Constitucional estimó que el 
marco jurídico que generó este acto constituyó “un avance importante en el diseño de un 
instrumento propio para la valoración del riesgo de grupos, colectivos o comunidades” y 
ordenó incorporar la ruta de protección colectiva en el Decreto 1066 de 2015.

Que la Subsección B de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo 
del Consejo de Estado mediante sentencia de 31 de agosto de 2017, Radicación 
130012331000200101492-01 (41187) como una garantía de no repetición exhortó 
al Gobierno Nacional “para que de manera urgente adopte, ajuste y materialice, con 

carácter urgente e imperioso, medidas especiales de prevención y protección con enfoque 
colectivo de cara a garantizar, en atención a los niveles de riesgo acreditados, la seguridad 
de las organizaciones defensoras de derechos humanos, de acuerdo con las previsiones 
normativas del Decreto 4912 del 2011 [sic]” (negrita del original).

Que el Decreto 4912 de 2011 al que se reiere el exhorto del Consejo de Estado fue 
incorporado en el Decreto 1066 de 2015 Único Reglamentario del Sector Administrativo 
del Interior.

En mérito de lo expuesto,

DECRETA:

Artículo 1°. Modiicación. Adicionar el Capítulo 6, del Título 1, de la Parte 4, del Libro 
2, Decreto 1066 de 2015, Único Reglamentario del Sector Administrativo del Interior, con 
el siguiente texto:

“CAPÍTULO 6

Prevención y protección de defensores de derechos humanos, líderes y lideresas 
de organizaciones y movimientos sociales y comunales, y defensores y defensoras de 

derechos humanos por parte de gobernadores y alcaldes

Artículo 2.4.1.6.1. Objeto. Especiicar los niveles de coordinación entre los 
gobernadores y alcaldes como agentes del Presidente de la República en relación con la 
protección individual y colectiva de líderes y lideresas de organizaciones y movimientos 
sociales y comunales, y defensores y defensoras de derechos humanos que se encuentren 
en situación de riesgo.

Artículo 2.4.1.6.2. Primeros respondientes. Las gobernaciones y alcaldías, en el 
marco de sus competencias, con el apoyo del Ministerio del Interior, del Ministerio de 
Defensa Nacional y del Ministerio Público, actuarán como primeros respondientes en la 
detección temprana de situaciones de riesgo contra líderes y lideresas de organizaciones 
y movimientos sociales y comunales, y defensores y defensoras de derechos humanos.

Artículo 2.4.1.6.3. Responsabilidades a nivel territorial. En el marco de las rutas 
de protección y la política pública de prevención de violaciones a los derechos a la vida, 
integridad, libertad y seguridad de personas, grupos y comunidades, contenidas en este 
decreto, con el apoyo del Gobierno nacional, las gobernaciones y alcaldías tendrán las 
siguientes responsabilidades:

1. Diseñarán e implementarán acciones tendientes a fortalecer la prevención  
temprana en el funcionamiento estratégico de los Consejos de Seguridad  
Territoriales.

2. Ajustarán y/o crearán mecanismos institucionales tendientes a evitar la con-
sumación de situaciones de riesgo que afecten a líderes y lideresas de organi-
zaciones y movimientos sociales y comunales, y defensores y defensoras de 
derechos humanos.

3. Realizarán estrategias de cultura de rechazo ciudadano a la utilización de armas 
y promoverán el desarme voluntario.

4. Establecerán un plan de fortalecimiento y articulación de las acciones tendientes 
a garantizar la presencia territorial de los programas de protección del Estado, en 
términos de presencia territorial de los programas de protección establecidos a 
través de la ley, sin que implique la creación de nuevos programas no previstos 
en esta.

5. Desarrollarán estrategias dirigidas a la generación de capacidades de los grupos 
y comunidades, para la identiicación, análisis de riesgos y el fortalecimiento de 
prácticas propias de prevención y protección individual y colectiva, que les per-
mita acudir a las autoridades competentes para la salvaguarda de sus derechos, e 
implementar acciones contingentes, con enfoque diferencial por razones de gé-
nero y etnia, para contrarrestarlos o mitigarlos.

6. Activarán las rutas de protección individual o colectiva previstas en este decreto 
en favor de líderes y lideresas de organizaciones y movimientos sociales y co-

munales, y defensores y defensoras de derechos humanos que se encuentren en 
situación de riesgo.

7. Mantendrán canales permanentes de interlocución con los Inspectores de Policía 
y Corregidores, y con el Gobierno nacional, con el in de detectar situaciones de 
riesgo que requieran la activación de las rutas de protección individual y colecti-
va de líderes y lideresas de organizaciones y movimientos sociales y comunales, 
y defensores y defensoras de derechos humanos, la detección temprana de alertas 
o la necesidad de adoptar medidas urgentes o de emergencia. Para estos efectos, 
designarán como mínimo una funcionaria o un funcionario de sus administra-
ciones que garantizarán este canal con las autoridades de policía y el Gobierno 
nacional.

8. Activarán, de ser necesario, cualquiera de los mecanismos que el Código Nacio-
nal de Policía y Convivencia les permite como primeras autoridades de policía en 
sus respectivos territorios.

9. Diseñarán e implementarán sistemas de control y seguimiento de todas las accio-
nes que adopten a nivel local para cumplir con sus responsabilidades.

Parágrafo 1. Las medidas que requieran diseño, ajuste o implementación tendrán 
enfoque diferencial y de género.

Artículo 2.4.1.6.4. Inspectores de Policía y Corregidores. Los Inspectores de Policía 
y Corregidores, como autoridades de policía, actuarán como agentes de convivencia para 
la prevención de violaciones a los derechos a la vida, integridad, libertad y seguridad de 
personas, grupos y comunidades, y protección individual y colectiva de líderes y lideresas 
de organizaciones y movimientos sociales y comunales, y defensores y defensoras de 
derechos humanos que se encuentren en situación de riesgo.

Para los efectos previstos en el numeral 7° del artículo 2.4.1.6.3 de este decreto, los 
Inspectores de Policía y Corregidores mantendrán interlocución permanente en primer 
lugar con los alcaldes y gobernadores, respectivamente, y subsidiariamente con el 
Gobierno nacional.

Artículo 2.4.1.6.5. Comandantes de estación, subestación y de centro de atención 

inmediata de Policía. Los comandantes de estación, subestación y de centro de atención 
inmediata de Policía, como autoridades de policía, adoptarán en coordinación con los 
alcaldes y gobernadores, las medidas necesarias para la prevención de violaciones a los 
derechos a la vida, integridad, libertad y seguridad de personas, grupos y comunidades, y 
protección individual y colectiva de líderes y lideresas de organizaciones y movimientos 
sociales y comunales, y defensores y defensoras de derechos humanos que se encuentren 
en situación de riesgo.

Para los efectos previstos en el numeral 7° del artículo 2.4.1.6.3 de este decreto, los 
comandantes mantendrán interlocución permanente en primer lugar con los alcaldes y 
gobernadores, respectivamente, y subsidiariamente con el Gobierno nacional”.

Artículo 2°. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de 
su publicación en el Diario Oicial y adiciona el Capítulo 6, del Título 1, de la Parte 4, del 
Libro 2, Decreto 1066 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo 
del Interior.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 29 de diciembre de 2017.
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN.

El Ministro del Interior,

Guillermo Rivera Flórez.

ministerio de Hacienda  
y crédito Público

Decretos

DECRETO NÚMERO 2248 DE 2017

(diciembre 29)

por el cual se ordena la capitalización de Positiva Compañía de Seguros S. A.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales y en especial de las que le conieren el artículo 189, numeral 11 
de la Constitución Política, el artículo 100 de la Ley 489 de 1998 y el artículo 155 de la 
Ley 1151 de 2007, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 100 de la Ley 489 de 1998 consagra las diversas formas de realizar 
aportes estatales en las sociedades de economía mixta.

Que el artículo 155 de la Ley 1151 de 2007, Plan Nacional de Desarrollo, con el in 
de garantizar la actividad de aseguramiento en pensiones, salud y riesgos laborales en 
condiciones de sostenibilidad, eiciencia y economía, manteniendo una participación 
pública en su prestación, autoriza a las entidades públicas, entre otros, para participar en el 
capital de sociedades que administran estos riesgos.
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Que las Leyes 1450 de 2011 y 1753 de 2015, con el in de dar continuidad a los 
objetivos y metas de largo plazo planteados en anteriores Planes de Desarrollo, dieron 
continuidad, entre otros, al artículo 155 de la Ley 1151 de 2007.

Que Positiva Compañía de Seguros S. A. es una sociedad de economía mixta del 
sector asegurador, organizada como sociedad anónima que, como consecuencia de 
la participación mayoritaria del Estado tiene el carácter de entidad descentralizada 
indirecta del nivel nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa y capital 
independiente sometida al Régimen de Empresa Industrial y Comercial del Estado de 
conformidad con el artículo 97 de la Ley 489 de 1998.

Que la mencionada sociedad tiene por objeto la celebración y ejecución de contratos 
de seguros, coaseguros y reaseguros de personas, así como la operación de los seguros 
y reaseguros contemplados en la Ley 100 de 1993, sus decretos reglamentarios y demás 
normas que los modiiquen o adicionen.

Que Positiva Compañía de Seguros S. A., cuenta con una participación accionaria del 
49.99% en la Nueva EPS S. A.

Que para el cumplimiento de las condiciones de habilitación inanciera de las EPS 
deinidas en el Título 2 del Capítulo 2 del Libro 2 del Decreto 780 de 2016, Único 
Reglamentario del Sector Salud y Protección Social, por parte de la Nueva EPS S. A., se 
requiere que Positiva Compañía de Seguros S. A., en su condición de accionista realice 
aportes de capital.

Que se hace necesario fortalecer patrimonialmente a Positiva Compañía de Seguros S. 
A., para que esta a su vez en su condición de accionista, apoye inancieramente a la Nueva 
EPS S. A., en el cumplimiento de las condiciones inancieras y de solvencia exigidas a las 
Entidades Promotoras de Salud (EPS), manteniendo la participación actual en la prestación 
de estos servicios, según lo dispuesto en el Plan Nacional de Desarrollo.

En mérito de lo expuesto,

DECRETA:

Artículo 1°. Capitalización. La Nación realizará, a través del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, un aporte de capital a Positiva Compañía de Seguros S. A., hasta por la 
suma de veintidós mil novecientos noventa y nueve millones trescientos diez mil pesos 
moneda corriente ($22.999.310.000).

Artículo 2°. Destinación de los aportes. Positiva Compañía de Seguros S. A., realizará 
aportes de capital en la Nueva EPS S. A., hasta por la suma antes mencionada.

Artículo 3°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 29 de diciembre de 2017.
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.

DECRETO NÚMERO 2250 DE 2017

(diciembre 29)

por el cual se adicionan, modiican y sustituyen artículos a los Capítulos 10, 11, 12, 19, 
20, 21 y 22 del Título 1 y Capítulos 1 y 7 del Título 4 de la Parte 2 del Libro 1 del Decreto 
1625 de 2016, Único Reglamentario en Materia Tributaria, para reglamentar la Parte I 

de la Ley 1819 de 2016.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales, en especial las conferidas por los numerales 11 y 20 del artículo 
189 de la Constitución Política, y en desarrollo de los artículos 46, 48, 55, 56, 126-1, 126-
4, 206-1, 236, 242, 245, 246, 246-1, 247, 329 a 343, 383, 387 y 388 del Estatuto Tributario 
y parágrafo 1° del artículo 135 de la Ley 100 de 1993, y

CONSIDERANDO:

Que la Ley 1819 de 2016, por medio de la cual se adopta una Reforma Tributaria 
Estructural y se fortalecen los mecanismos para la lucha contra la evasión y la elusión 
iscal, realizó cambios estructurales en la determinación del impuesto sobre la renta y 
complementario de las personas naturales.

Que el Gobierno nacional expidió el Decreto 1625 de 2016, Único Reglamentario en 
Materia Tributaria, para compilar y racionalizar las normas de carácter reglamentario y 
contar con instrumentos jurídicos únicos, sin perjuicio de las compilaciones realizadas en 
otros decretos únicos.

Que de conformidad con lo establecido en el artículo 7° del Estatuto Tributario, “las 
personas naturales y las sucesiones ilíquidas están sometidas al impuesto sobre la renta 
y complementarios. La sucesión es ilíquida entre la fecha de la muerte del causante y 
aquella en la cual se ejecutoríe la sentencia aprobatoria de la partición o se autorice la 
escritura pública cuando se opte por lo establecido en el Decreto Extraordinario 902 de 
1988”, razón por la cual a las personas naturales y a las sucesiones ilíquidas residentes y 
no residentes les resultan aplicables las previsiones contenidas en el Capítulo I del Título 
V del Libro Primero del Estatuto Tributario, entre otras.

Que el artículo 1° de la Ley 1819 de 2016 modiicó el Título V del Libro I del 
Estatuto Tributario, en lo relacionado con la determinación del impuesto sobre la 
renta y complementario de las personas naturales residentes en el país y estableció la 

determinación cedular de la renta, la cual se efectuará de modo independiente, por lo que 
se hace necesario reglamentar el tratamiento tributario que debe aplicar a las personas 
naturales y a las sucesiones ilíquidas residentes.

Que los artículos 126-1 y 126-4 del Estatuto Tributario referidos a la deducción de 
contribuciones a fondos de pensiones de jubilación e invalidez y fondos de cesantías y al 
incentivo al ahorro de largo plazo para el fomento de la construcción, respectivamente, 
fueron modiicados por los artículos 15 y 16 de la Ley 1819 de 2016 y por lo tanto se 
requiere reglamentar su tratamiento tributario.

Que el artículo 330 del Estatuto Tributario, modiicado por el artículo 1° de la 
Ley 1819 de 2016, establece un sistema de determinación cedular de la renta para las 
personas naturales, aplicable a las sucesiones ilíquidas, así: a) Rentas de trabajo, b) Rentas 
de pensiones, c) Rentas de capital, d) Rentas no laborales, e) Rentas de dividendos y 
participaciones. En consecuencia, es necesario reglamentar diversos aspectos de cada una 
de las cédulas, tales como: imputación de costos y deducciones, rentas exentas, entre otros.

Que el artículo 342 del Estatuto Tributario, adicionado por el artículo 1° de la Ley 1819 
de 2016, reguló los ingresos de las rentas de dividendos y participaciones, así: “Son ingresos 
de esta cédula los recibidos por concepto de dividendos y participaciones, y constituyen 
renta gravable en cabeza de los socios, accionistas, comuneros, asociados, suscriptores 
y similares, que sean personas naturales residentes y sucesiones ilíquidas de causantes 
que al momento de su muerte eran residentes, recibidos de distribuciones provenientes de 
sociedades y entidades nacionales, y de sociedades y entidades extranjeras”, y según el 
artículo 246-1 del Estatuto Tributario, adicionado por el artículo 9° de la Ley 1819 de 2016, 
lo previsto en el citado artículo 342 solo será aplicable a dividendos y participaciones con 
cargo a utilidades generadas a partir del año gravable 2017.

Que acorde con lo señalado en el considerando anterior, se requiere precisar el 
tratamiento tributario de los dividendos y participaciones que se repartan con cargo a 
utilidades generadas con anterioridad al año gravable 2017.

Que con ocasión de la derogatoria del numeral 9 del artículo 206 del Estatuto Tributario, 
que regulaba las rentas de trabajo exentas y gravables para los ciudadanos colombianos 
que integran las reservas de oiciales de primera y segunda clase de la fuerza aérea, 
mientras ejerzan actividades de piloto, navegante o ingeniero de vuelo, en empresas aéreas 
nacionales de transporte público y de trabajos aéreos especiales, se requiere actualizar 
el artículo 1.2.1.11.1. de este decreto para eliminar lo relacionado con el tratamiento 
tributario aplicable a los ingresos obtenidos por los ciudadanos que integran las reservas 
de oiciales de primera y segunda clase de la Fuerza Aérea, dado el decaimiento parcial 
de que fue objeto el artículo en mención. El tratamiento tributario de los ingresos de la 
Armada Nacional se mantiene en el artículo 1.2.1.11.1., en razón a que el artículo 22 de la 
Ley 44 de 1990 se encuentra vigente.

Que el artículo 46 del Estatuto Tributario fue modiicado por el artículo 11 de la 
Ley 1819 de 2016, así: “Son ingresos no constitutivos de renta o ganancia ocasional, 
los apoyos económicos no reembolsables o condonados, entregados por el Estado o 
inanciados con recursos públicos, para inanciar programas educativos”. Por lo tanto, se 
requiere precisar la cédula correspondiente para efectos de la determinación del impuesto 
sobre la renta y complementario en la respectiva declaración.

Que el parágrafo 1° del artículo 135 de la Ley 100 de 1993 fue modiicado por el 
artículo 12 de la Ley 1819 de 2016, así: “Los aportes obligatorios que se efectúen al 
Sistema General de Pensiones no harán parte de la base para aplicar la retención en la 
fuente por rentas de trabajo y serán considerados como un ingreso no constitutivo de renta 
ni de ganancia ocasional. Los aportes a cargo del empleador serán deducibles de su renta. 
Los aportes voluntarios se someten a lo previsto en el artículo 55 del Estatuto Tributario”.

Que el artículo 55 fue adicionado al Estatuto Tributario por el artículo 13 de la Ley 
1819 de 2016, así: “Los aportes obligatorios que efectúen los trabajadores, empleadores, 
y ailiados al Sistema General de Seguridad Social en Pensiones no harán parte de la 
base para aplicar la retención en la fuente por rentas de trabajo y serán considerados 
como un ingreso no constitutivo de renta ni de ganancia ocasional. Los retiros, parciales 
o totales, de las cotizaciones voluntarias de los ailiados al régimen de ahorro individual 
con solidaridad para ines distintos a la obtención de una mayor pensión o un retiro 
anticipado constituirán renta gravada en el año en que sean retirados. La respectiva 
sociedad administradora efectuará la retención en la fuente a la tarifa del 15% al momento 
del retiro”.

Que es necesario reglamentar la práctica de la retención en la fuente de los retiros 
parciales o totales de las cotizaciones voluntarias de los ailiados al régimen de ahorro 
individual con solidaridad para ines distintos a la obtención de una mayor pensión o un 
retiro anticipado, los cuales constituirán renta gravada en el año en que sean retirados.

Que el artículo 126-1 del Estatuto Tributario, modiicado por el artículo 15 de la Ley 
1819 de 2016, estableció en el inciso segundo que los aportes voluntarios que haga el 
trabajador, el empleador o los aportes del partícipe independiente a los seguros privados 
de pensiones, a los fondos de pensiones voluntarias y obligatorias, administrados por las 
entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia, no harán parte de 
la base para aplicar la retención en la fuente y serán consideradas como una renta exenta, 
hasta una suma que adicionada al valor de los aportes a las cuentas de ahorro para el 
fomento de la construcción, de que trata el artículo 126-4 no exceda del treinta por ciento 
(30%) del ingreso laboral o del ingreso tributario del año, según el caso, y hasta un monto 
máximo de 3.800 UVT por año.
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